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ACTOS DE EXTRAORDINARIA AFECTACIÓN A DERECHOS HUMANOS. REGLAS 
PROCESALES DIFERENCIADAS QUE PARA ÉSTOS PREVÉ LA LEY DE AMPARO, EN ARAS 
DE REMOVER OBSTÁCULOS PARA LOGRAR UNA EFECTIVA Y OPORTUNA PROTECCIÓN 
JUDICIAL. La Ley de Amparo establece reglas procesales específicas o diferenciadas aplicables a 
los casos en que se acuda al juicio aduciendo: peligro de privación de la vida, ataques a la libertad 
personal fuera de procedimiento, incomunicación, deportación o expulsión, proscripción o destierro, 
extradición, desaparición forzada de personas o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, e incorporación forzosa al Ejército, Armada 
o Fuerza Aérea nacionales. En efecto, para estas hipótesis se prevé que el juicio pueda ser 
promovido: (i) por cualquier persona, aunque sea menor de edad, en nombre de quien esté en 
cualquiera de dichas circunstancias (artículo 15); (ii) en cualquier tiempo (no hay plazo perentorio ni 
preclusión del derecho a pedir protección judicial) (artículo 17, fracción IV); (iii) por escrito, 
comparecencia o vía electrónica, en cualquier día y horario (artículo 20); asimismo que, en estos 
casos: (iv) cualquier hora será hábil para tramitar el incidente de suspensión y dictar las providencias 
urgentes, a fin de que se cumpla la resolución en que se haya concedido (artículo 20); (v) la 
suspensión se concederá de oficio y de plano, debiendo decretarse en el auto de admisión de la 
demanda y comunicarse sin demora a la autoridad responsable por cualquier medio que permita 
lograr su inmediato cumplimiento (artículo 126) e, incluso, se establecen sanciones específicas para 
aquellos que, en estos casos, no acuerden suspender (artículos 265, fracción I y 266, fracción I); (vi) 
se actualiza la procedencia inmediata del juicio, por inoponibilidad del principio de definitividad 
(artículo 61, fracción XVIII, inciso a); (vii) también se señalan reglas específicas en la tramitación de 
las declaratorias de incompetencia que quieran formular los Jueces (artículo 48), en las cuales se 
privilegia que, antes de ello, se admitan las demandas y se provea sobre la suspensión; (viii) existe 
la posibilidad de que el quejoso alegue oralmente en las audiencias (artículo 124); también que: (ix) 
de no haber en el sitio un Juez de amparo, los Jueces del fuero común actúen en auxilio de la Justicia 
Federal para recibir las demandas de amparo contra este tipo de actos y acuerden de plano sobre 
la suspensión de oficio (artículo 159); (x) el recurso de inconformidad puede presentarse en cualquier 
tiempo (artículo 202); y, (xi) la inaplicabilidad de las multas previstas por conductas procesales 
(artículos 239, 248 y 261, fracción I). Estas reglas diferenciadas, aplicables a actos que bien vale 
referir como de extraordinaria afectación a derechos humanos, se explican por sí mismas, en tanto 
que basta ver las hipótesis normativas que cubren para advertir que se trata de situaciones en las 
que está de por medio la vida, la libertad, la integridad personal y/o la permanencia en el territorio 
nacional; bienes jurídicos que son derechos humanos altamente preciados y que requieren, ante 
dichas situaciones de riesgo, la protección judicial más accesible que pueda darse y que, 
precisamente por ello, no se allanan con la exigencia de reglas procesales que en otras hipótesis sin 
apremios tienen su razón de ser y resulta justificado exigir. Ante el peligro en que pudieran 
encontrarse los derechos humanos amenazados y en aras de remover obstáculos para lograr una 
efectiva y oportuna protección judicial, la Ley de Amparo diferenció expresamente estos casos, lo 
cual puede entenderse como una manifestación tangible de cumplimiento del deber de adaptar, 
tomar medidas y remover obstáculos que el derecho internacional exige a los Estados realizar para 
que los derechos humanos que se han comprometido a observar puedan ser efectivos (artículo 1 de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos). 

DÉCIMO OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

Amparo directo 551/2014. John Harvey Monsalve. 28 de octubre de 2016. Unanimidad de votos. 
Ponente: María Amparo Hernández Chong Cuy. Secretario: Carlos Eduardo Hernández Hernández. 

Esta tesis se publicó el viernes 18 de mayo de 2018 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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